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de Recursos, ha resuelto Desestimar el recurso de alzada 
interpuesto por don David Sainz Cuevas, contra resolución 
de la Dirección General de la Marina Mercante de fecha 13 
de febrero de 2007, por la que se impone una multa de 
1.000 euros, por navegar en moto náutica sin llevar el pre-
ceptivo chaleco salvavidas homologado, infracción de ca-
rácter grave prevista en el artículo 115.3.f) de la Ley 27/92, 
de Puertos del Estado y de la Marina Mercante en relación 
con el artículo 9 del RD 259/2002 de 8 de marzo por el que 
se actualizan las sanciones sobre las medidas de seguridad 
en la utilización de motos náuticas (Expediente. 06/310/
0080), resolución que se confirma en todos sus términos 
por resultar ajustada a derecho.

Contra esta resolución que agota la vía administrativa, 
cabe recurso contencioso-administrativo, ante los Juzga-
dos Centrales de lo Contencioso-Administrativo con 
sede en Madrid, en el plazo de dos meses desde el día 
siguiente al de su notificación.

Madrid, 7 de mayo de 2008.–Subdirector General de 
Recursos, Isidoro Ruiz Girón. 

 34.935/08. Anuncio de la Subdirección General de 
Recursos sobre notificación de la resolución re-
caída en el recurso administrativo 2007/01556.

Al no haberse podido practicar la notificación perso-
nal a los interesados conforme dispone el artículo 59.5 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídi-
co de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, 
de 13 de enero, y en aplicación a lo dispuesto en el mis-
mo artículo, debe publicarse, a efectos de notificación, la 
resolución del recurso de fecha 31 de marzo de 2008, 
adoptada por el Secretario General de Transportes, ,en el 
expediente número 2007/01556.

«Examinado el recurso interpuesto por D. Manuel 
Iglesias Pérez contra resolución de la Dirección General 
de la Marina Mercante, de fecha 5 de enero de 2007, que 
le sancionaba con multa de 1.500 euros, por una infrac-
ción de carácter grave prevista en el apartado 2.h) del 
artículo 115 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de 
Puertos del Estado y de la Marina Mercante (Expediente. 
n.º 06/290/0006), y teniendo en cuenta los siguientes.

Antecedentes de hecho

Primero.–Por la Patrulla Fiscal Territorial de Sagunto 
se levantó Acta de infracción el día 13 de julio de 2005, 
contra el ahora recurrente por navegar con la moto náuti-
ca POLARIS SLT 700, matrícula 7-TA-77/02, carecien-
do de título habilitante para su manejo.

Segundo.–Por la Capitanía Marítima de Valencia se 
acordó la incoación de expediente sancionador con fecha 
8 de febrero de 2006, y después de haber sido tramitado 
en forma reglamentario el oportuno expediente, se dictó 
en el mismo la resolución que queda consignada, cuya 
notificación con los debidos apercibimientos procedi-
mentales tuvo lugar el día 13 de febrero de 2007.

Tercero.–Por la parte interesada ahora recurrente se 
presenta escrito mediante el que interpone recurso de al-
zada contra el citado acuerdo, en fecha 1 de marzo de 
2007, y en el que se alega lo que juzgan conveniente a su 
derecho.

Cuarto.–El citado recurso junto con el expediente ha 
sido informado desfavorablemente por el órgano sancio-
nador, proponiendo su desestimación.

Fundamentos de derecho

1. Dentro del orden previo de las cuestiones de ca-
rácter adjetivo o formal, es preciso manifestar que la in-
terposición del recurso se realizó en tiempo y forma por 
persona interesada y contra resolución recurrible en vía 
administrativa, según lo dispuesto en el artículo 107, en 
relación con el 114, ambos de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. En cuanto al fondo del asunto y de conformidad 
con el informe emitido por la Dirección General de la 
Marina Mercante y los documentos que obran en el expe-
diente, es preciso destacar que la totalidad de las actua-
ciones y notificaciones practicadas durante la tramitación 
del expediente, lo han sido con arreglo a las previsiones 
legal y reglamentariamente establecidas.

3. Respecto al fondo del asunto, debe señalarse en 
primer lugar que a pesar de que la Resolución le fue no-
tificada el 17 de febrero de 2007 al interesado y que el 
Acuerdo de Inicio tiene fecha de 8 de febrero de 2006, no 
se ha considerar el procedimiento caducado puesto que el 
primer intento para notificar dicha Resolución se realizó 
el 8 de febrero de 2007, es decir, dentro del plazo estable-
cido de un año.

Todo ello en base a la Sentencia del Tribunal Supremo 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3.ª) de 
17 de noviembre de 2003, que declara la siguiente Doc-
trina Legal:

«Que el inciso intento de notificación debidamente 
acreditado que emplea el artículo 58.4 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común, se refiere al intento de notificación personal 
por cualquier procedimiento que cumpla con las exigen-
cias legales contempladas en el artículo 59.1 de la Ley 
30/1992, pero que resulte infructuoso por cualquier cir-
cunstancia y que quede debidamente acreditado. De esta 
manera, bastará para entender concluso un procedimien-
to administrativo dentro del plazo máximo que la Ley le 
asigne, en aplicación del referido artículo 58.4 de la Ley 
30/1992, el intento de notificación por cualquier medio 
legalmente admisible según los términos del artículo 59 
de la Ley 30/1992, y que se practique con las garantías 
legales aunque resulte frustrado finalmente, y siempre 
que quede debida constancia del mismo en el expedien-
te».

4. En cuanto a las alegaciones del recurrente, D. 
Manuel Iglesias Pérez, éste muestra su disconformidad 
con la Resolución que le sanciona con 1.500,00 euros por 
una infracción consistente en navegar con moto náutica 
si estar en posesión de titulación que le faculte para su 
manejo.

Afirma que estaba probando la moto náutica en una 
zona libre de bañistas después de que la hubieran repara-
do; que a unos 100 metros de la playa se paró el motor y 
cuando el oleaje le acercó a la orilla, la Guardia Civil le 
esperaba y le denunciaron. Muestra su desacuerdo con el 
hecho de que la Propuesta sugiriese la sanción de 400,00 
euros, que él procedió a abonar el 5 de Mayo de 2006, y 
que ahora la Resolución le sancione con 1.500,00 euros 
por un hecho que, en su opinión, careció de gravedad y 
no implicó un peligro real para él o terceros. Además, 
afirma que no excedió la velocidad reglamentaria y que 
por el tamaño de la moto y la poca potencia que puso al-
canzar no excedía las características de las embarcacio-
nes que están autorizadas a conducirse sin ningún tipo de 
permiso.

Estas alegaciones no han de recibir una favorable 
acogida puesto que no desvirtúan la existencia de la in-
fracción imputada y ahora sancionada. En efecto, el ar-
tículo 5 del Real Decreto 259/2002 por el que se actuali-
zan las Medidas de Seguridad en la Utilización de las 
Motos Náuticas, establece que para gobernar motos náu-
ticas en la modalidad de uso particular, el usuario deberá 
estar en posesión de alguno de los títulos de Patrón para 
la Navegación Básica, Patrón de Embarcaciones de Re-
creo, Patrón de Yate y Capitán de Yate, regulados en la 
Orden de 17 de junio de 1997. Por lo tanto, la existencia 
de la infracción ha quedado debidamente acreditada.

5. Por otro lado, en relación a la cuantía de la san-
ción, es de señalar que no se puede considerar la cuantía 
que propone el Sr. Instructor como sanción ya que se 
trata de una sugerencia (de hecho el documento donde se 
recoge es una mera propuesta) y en ningún caso de la 
sanción en sí, cuya imposición y cuantificación es com-
petencia única y exclusiva del órgano que resuelve. Por 
lo tanto, el recurrente ha de proceder al pago de la dife-
rencia, es decir, 1.100,00 euros, para que se considere la 
sanción pagada en su totalidad.

6 - Por último, la quiebra del principio de proporcio-
nalidad no se aprecia en este caso, debiendo subrayarse 
que la máxima sanción aplicable a infracciones como la 
que ahora se combate es de 180.303,63 euros según el 
artículo 120.2.b) de la Ley 27/1992 y, como quiera que la 
sanción ahora recurrida asciende a 1.500,00 euros, ha de 
entenderse que se han aplicado los criterios de pondera-
ción y proporcionalidad del artículo 131 de la Ley 30/
1992, el cual establece que, cuando la sanción fije una 
cuantía económica, ésta deberá ser de tal naturaleza que 
prevea que no sea más beneficioso pagar la sanción que 
cumplir la norma infringida y en el caso que aquí se exa-
mina, es obvio que la navegación con una moto náutica 

sin haber obtenido el pertinente permiso resulta de prác-
tica mucho más beneficioso que hacerlo tras aprobar los 
exámenes y pagar las correspondientes tasas. Es decir, 
que la sanción ha de ser objetiva, proporcionada y disua-
soria.

En su virtud, esta Secretaría General DE Transportes, 
de conformidad con la propuesta formulada por la Subdi-
rección General de Recursos, ha resuelto Desestimar el 
expresado recurso de alzada interpuesto por D. Manuel 
Iglesias Pérez contra resolución de la Dirección General 
de la Marina Mercante, de fecha 5 de enero de 2007, que 
le sancionaba con multa de 1.500 euros, por una infrac-
ción de carácter grave prevista en el apartado 2.h) del 
artículo 115 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de 
Puertos del Estado y de la Marina Mercante (Expediente. 
n.º 06/290/0006), la cual procede confirmar en sus pro-
pios términos.

Contra la presente resolución, que pone fin a la vía 
administrativa, cabe recurso contencioso-administrativo 
ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Adminis-
trativo con sede en Madrid, en el plazo de dos meses, 
desde el día siguiente a su notificación.

Madrid, 7 de mayo de 2008.–Subdirector General de 
Recursos-Isidoro Ruiz Girón. 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN, 
POLÍTICA SOCIAL Y DEPORTE

 34.872/08. Resolución de la Subdirección General 
de Títulos, Convalidaciones y Homologaciones 
sobre extravío de un título de Diplomado Univer-
sitario en Enfermería de Salud Mental.

Por haberse extraviado el título de Diplomado Univer-
sitario en Enfermería de Salud Mental de doña Ramona 
Galindo Vinagre, expedido por el Ministerio de Educa-
ción y Ciencia el 7 de diciembre de 2006 e inscrito al 
número 2007026283 del Registro Nacional de Títulos, se 
anuncia iniciación del expediente para la expedición de 
un duplicado por si se formularan alegaciones contra di-
cha expedición.

Madrid, 30 de abril de 2008.–El Subdirector General 
de Títulos, Convalidaciones y Homologaciones, José 
Luis Centeno Castro. 

MINISTERIO 
DE MEDIO AMBIENTE, 

Y MEDIO RURAL Y MARINO
 34.758/08. Resolución de la Presidencia del Fon-

do Español de Garantía Agraria por la que se 
hace público la notificación a la firma Oltuluma, 
Sociedad Limitada.

El Presidente del Fondo Español de Garantía Agraria, 
en relación con el expediente n.º 5582/06-Sancionador 
seguido a la empresa Oltuluma, Sociedad Limitada, y 
para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 59.4 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Hago saber: Que por resolución del Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación de fecha 8-4-2008 
dictada en el expediente n.º 5582/06, se resolvía lo si-
guiente: 1.º) Imponer a la firma Oltuluma, Sociedad Li-
mitada, en aplicación de la letra a) del artículo 51.1 del 
Reglamento (CE) 800/99, una sanción de 387.652,06 
euros, equivalente a la mitad de la diferencia entre la 
restitución solicitada y la restitución aplicable, ya que 
dicha firma solicitó y obtuvo al amparo de diversos 
DUAS unas restituciones en el sector de carne de bovino 
superiores a las que tenía derecho. 2°) De conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrati-


